LA INSOLVENCIA: FUENTE DE ACCIONES DE RESPONSABILIDAD y EL DEBER DE PREVENCION

Por Gabriela Fernanda Boquin
PONENCIA: 

La insolvencia es fuente de acciones de responsabilidad atento el daño que se produce en los acreedores insatisfechos.

Sin perjuicio de ello el verdadero eje de la reforma es la prevención del daño y en este sentido la jurisprudencia mercantil deberá  adaptarse a aquello que es el norte de la mayoría de la legislación que trata o regula el derecho de daños como la referida al derecho laboral, al derecho ambiental o en el derecho del consumidor.

 Fundamentos

Desde hace mucho tiempo que diversas voces en la doctrinan se alzan para manifestar que la insolvencia no es inocua al momento de evaluar la responsabilidad de los administradores sociales y socios, pues es claro que no pueden encontrarse en mejor situación aquellos que administraron una sociedad insolvente que quienes lo hicieron respecto de una que se encontraba in bonis, en cuyo caso nadie desconoce la posibilidad de accionar  por la vía otorgada por el art. 279 LS

En este sentido aprecio que  el decreto de quiebra opera como un verdadero disparador de acciones de responsabilidad que beneficiaran a la masa de acreedores en su conjunto

Ello es así pues aún en quiebra se conservan la posibilidad de iniciar acciones de responsabilidad contra administradores sociales  en base al art. 279 de la LS, siendo que esta legitimación la conserva el acreedor individual quien  deberá depositar lo obtenido en la misma en la masa activa falencial a los fines de no afectar la par condicio creditorum cuando el daño se genera por el mal desempeño del administrador social y en el uso abusivo de la sociedad que, por ejemplo, siguió operando a pesar de encontrarse ya inmersa en estado de cesación de pagos generando ya en este estado nuevos pasivos que sabe o debe saber ya no serán satisfechos

Asimismo también se podrán ejercer acciones imputándose conductas que siendo antijurídicas conforme los cánones de conducta exigibles a los administradores han causado un daño susceptible de apreciación pecuniaria ya sea directamente sobre los bienes bajo el dominio o precisión de la víctima del daño o indirectamente a sus derechos o facultades dependiendo el alcance del resarcimiento a los daños inmediatos si se ha obrado con culpa o negligencia y aún a los mediatos si la conducta delictual ha sido dolosa .

Ello con variadas ventajas:

1) Posibilidad de ampliar el elenco de conductas reprochables más allá del elenco restringido del art. 173 de la LCQ

2) Innecesariedad del cumplimiento del recaudo de la autorización de los acreedores exigido en las acciones típicamente concursales ( art. 119 y 174 LCQ) en virtud de que el mismo es una exigencia excepcional para determinadas acciones especialmente contempladas en régimen concursal, siendo que para el resto de aquellas rige el principio contenido en el art. 182 del mismo régimen. 

3) Ampliación de los elencos de sujetos pasivos sujetos al reclamo indemnizatorio, ya que en virtud de los dispuesto  se podrá llegar no sólo  a los autores sino también a sus consejeros y cómplices en el actuar generador de perjuicios.

Como se observa la convergencia de acciones o su concomitancia favorecen a la reparación integral del daño superando las limitadas normas contenidas en los regímenes específicos que claramente no agotan la regulación de la problemática expuesta. Lamentablemente, salvo contados casos, casi todos ellos de la Sala E de la Cámara Nacional en lo  Comercial
, la suerte de las acciones de responsabilidad es fatal  por errores interpretativos e inadecuados de los presupuestos exigidos por la teoría general del derecho de daños, llegándose incluso a afirmar que la negativa a exhibir libros de comercio no puede ser calificada como un actuar doloso en sí mismo
, sin merituarse que esta negativa llega como consecuencia de la intencionalidad del demandado  respecto de  la imposibilidad de reconstruir un estado de situación patrimonial que sin dudas no dejaría bien parados a los administradores responsables.  En el caso puntual ni siquiera se merituó la desobediencia a la obligación de cooperación impuesta  por la LCQ, o en un caso similar
 donde existían cuantiosas deudas, no había activos que las afrontase siquiera parcialmente y no se encontró contabilidad regular ni documentación respaldatoria de la actividad desarrollada pero que se exoneró de responsabilidad a los demandados por apreciar que no se demostró existencia de daño ni relación de causalidad entre el mismo y los hechos reprochables a los administradores sociales, o lo que es aún peor: el uso del principio “iura novit curia” contenido en el art. 163 inc. 5 del CPCC, para rechazar la acción por cuestiones meramente s formales
.-

Fallos provinciales del interior del país claramente observan que la no presentación de balances o exhibición de libros introduce una inversión de la carga de la prueba en la persona del dañador obligada a la exhibición de libros, apreciando que ala adecuada contabilidad no es una obligación de medios sino de resultados que como tal debe ser merituada a los fines de evaluar la condena de los sujetos involucrados
. En la Provincia de Buenos Aires, para el horror de quien suscribe, la SCPB
 ( verdadero tribunal de casación que genera doctrina legal obligatoria para sus inferiores) en un fallo alarmante por lo primitivo de sus concepciones llegó a analizar a la imputación de responsabilidad a los administradores por hechos dañosos cometidos en su gestión, como de naturaleza sancionatoria o punitiva y por ende de apreciación restrictiva en virtud de lo normado por los art. 18 de la Constitución Nacional y por el artículo 25 del Código Penal. 

Ello nos demuestra que los tribunales en materia comercial se han quedado rezagados en el tiempo y atrasan con sus resoluciones 20 años hacia atrás no teniendo en cuenta una concepción ya clásica para el derecho de daños que es que la responsabilidad adjudicada es reparadora del daño y no resulta de ella una sanción o pena alguna para el autor de la conducta dañosa.

La Reforma por todo lo expuesto aniquilará todas las cuestiones en este tópico reprochadas, avanzando con un verdadero de derecho de daños aplicable a la insolvencia y a al responsabilidad de los administradores por ella frente a los terceros acreedores perjudicados.

LA PREVENCION
El deber de prevención del daño consagrado en el proyecto sólo es una materialización de aquello que la jurisprudencia civil y la legislación de otras materias han trabajado desde hace años.

Pongo como ejemplo la ley 24.557 que introduce la prevención de los daños en la regulación a los riesgos de sufrir accidentes por parte de los trabajadores .
La obsesión por la prevención se traduce en dicha norma y en todos sus decretos reglamentarios, poniéndola a cargo del asegurado y de la aseguradora.

Este deber de prevención es aquel que a pesar de los diversos fallos sobre la inconstitucionalidad de la ley de riesgos de trabajo y la posibilidad de habilitar los reclamos de reparación integral por vía del artículo 1113  Código civil  permite que la solidaridad sea la regla casi general en las condenas que reconocen el daño al trabajador respecto de la asegurada y la aseguradora. En todos estos casos lo que se valora es que la prevención no fue debidamente cumplimentada.

Ahora la acción preventiva del anteproyecto  nos permite la prevención de la insolvencia por parte de un trabajador que denuncie que sus aportes no se están ingresando en el sistema de seguridad social, o un proveedor podrá denunciar el retraso en los pagos o el rechazo de los cheques o un acreedor cualquiera tendrá la posibilidad de intentar evitar la defraudación posterior o la irresponsabilidad del ente o de sus administradores ante la falta de presentación de balances por ante las autoridades que correspondan.
Las situaciones de prevención que habiliten a la denominada acción preventiva pueden ser innumerables, pero ello implicará un mercado más transparente, más sano con mayor compromiso de los administradores 

�CNCOM  Sala E “Vanguardia Seguridad Integral Empresaria y privada SA s/ quiebra c/ Fusaro Teodoro Pablo s/ ordinario” 16/3/10 


� CNCOM Sala D “Corrugadora Latina S.A. s/ quiebra c/ Paviotti Claudio Luis y otros s/ ordinario” 26/4/10


� CNCOM Sala B “GPCOM SRL s/ quiebra c/ Perez Marcelo Javier s/ ordinario” 29/3/10


� Vease al respecto el Fallo de la Sala D “Francolini Hnos” de diciembre del 2009


� Cam. Civil y Com. De 2da. Nominación de Córdoba autos “Ulla Narciso Agustín Octavio c/ Druetta Lucía Alejandra” 8/11/07


� SCPBA “De Luca Marcelo F. Contra Manfidan SRL y otros s/ despido” 4/8/10
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